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RECHAZO DE PRUEBA DE REFERENCIA. [S]e echan de menos la realización de indagaciones en ese centro de estudios o en el entorno profesional de esta ciudad sobre la actual ubicación de ese testigo, u otras pesquisas como búsquedas en bases de datos del sistema de seguridad social, en la comunidad de letrados o en el registro profesional de abogados, u otras actividades que llevaran a la juez de primer grado al convencimiento de que la FGN a través de los organismos de policía judicial adelantó las pesquisas necesarias para comprobar la desaparición voluntaria del declarante en mención o su indisponibilidad por falta de localización, por lo cual la asistió razón a la juez de primer nivel para denegar la introducción al juicio de la entrevista rendida por este deponente, como prueba de referencia, ya que en su caso no se reunían los requisitos del citado literal b) del artículo 438 del CPP, por lo cual no quedó demostrado un estado de insuperabilidad razonable relacionado con la falta de localización del citado testigo para que asistiera al juicio, lo que resulta conforme con el precedente de la CSJ del 21 de septiembre de 2011, radicado 36023 citado con antelación.  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 1007 del dieciocho (18) de octubre de dos mil diecisiete (2017)
Pereira, veinte (20) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)
Hora: 9:06 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el delegado de la Fiscalía General de la Nación en contra de la determinación adoptada por la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, en sesión de juicio oral donde rechazó como prueba de referencia la entrevista del señor Wilton Hernando García Cardona.
2. ANTECEDENTES

2.1 Según el escrito de acusación presentado por la Fiscalía General de la Nación
 el supuesto fáctico es el siguiente:

“El día 22 de Octubre de 2007, retuvieron en el sector del supermercado la canasta de Dosquebradas, al señor ANDRES FELIPE GALVEZ OSORIO, fue llevado rumbo a Santa Rosa de Cabal, donde fue observado por unos agentes de policía que transitaban en una motocicleta, dando señas de auxilio, no pudiendo la motocicleta de los oficiales, darle alcance, para luego percatarse que en el sector de la vereda el Chaquiro, se encontraba el cuerpo sin vida de quien fue visto momentos antes dando señales pidiendo ayuda, se encontró muerto con lesiones causadas por impactos de arma de fuego, que causaron su muerte; participando en ello el señor GUSTAVO ADOLFO CASTILLO OSORIO y otras personas, quienes de común acuerdo, lograron dar con la ubicación del ofendido, interceptarlo, retenerlo para llevarlo a un sitio solitario y causarles muerte con proyectil de arma de fuego, aporte importante por parte del procesado en la consumación de las conductas, utilizando el arma de fuego para cegar la vida del ofendido GALVEZ OSORIO, sin que obre constancia que el imputado o el otro copartícipe identificado tengan autorización para el porte del arma de fuego. Se afectó con dicho obrar los bienes jurídicos de la vida y la seguridad pública sin causal que lo justifique.”

3. SOBRE LA ACTUACIÓN OBJETO DEL RECURSO
En la audiencia de juicio oral que inició el 31 de agosto de 2017 y continuó el 1º de septiembre de 2017,
 se presentó la siguiente actuación que guarda relación con el recurso propuesto:

3.1. Compareció a declarar Wilton Hernando García Cardona, quien hizo referencia a las actividades investigativas que realizó para esclarecer el homicidio de Andrés Felipe Gálvez Osorio, indicando que había entrevistado a varios estudiantes, entre ellos a “Octavio” (Octavio Jiménez Arango) para efectos de que compareciera al juicio oral, sobre el cual se tenía conocimiento de que era compañero de estudios de derecho del occiso en la Universidad Libre y que por razón del paso del tiempo no se tenía la dirección del mismo, ya que se había graduado y ejercía como abogado. 

3.2 La delegada de la FGN manifestó que iba a sentar las bases para solicitar que se tuviera como prueba de referencia una entrevista de Octavio Jiménez Arango, para lo cual invocó el literal b) del artículo 438 del C.P.P., que sería introducida con el agente Wilton Hernando García Cardona, citando jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ.
Expuso que el citado investigador habían realizado labores tendientes a localizar al señor Jiménez, buscándolo en la dirección que se conocía que era la calle 22 E No.11-60, pero se estableció que ya no residía allí según un informe que leyó. Igualmente dejó constancia sobre llamadas a varios abonados que resultaron infructuosas. Así mismo señaló que dentro de esas indagaciones intervino el investigador del “Gaula” Diego García. Por lo tanto consideró que no existía posibilidad de ubicar al citado testigo. 
3.3 El agente García Cardona hizo referencia a esa situación, manifestando que con base en la información contenida en las entrevistas se hicieron las citaciones y que se buscó en otras bases de datos como el Fosyga.
3.4. El defensor Héctor Javier Rendón Mora, se opuso a lo pedido por la representante de la FGN, manifestando que no se habían agotado los recursos para la ubicación de los testigos, ya que si estos habían obtenido el título de abogado, se debió averiguar en el Consejo Superior de la Judicatura, en las entidades de seguridad social, o en Migración Colombia sobre su dirección o sus entradas o salidas del país. Por lo tanto solicitó que no se admitiera como prueba de referencia la citada entrevista rendida por el testigo Jiménez Arango.
3.5. Por su parte el defensor Juan Esteban Henao Henao señaló que la petición de la Fiscal estaba fundamentada en el literal b) del artículo 438 del C.P.P. que señala “cuando se es víctima de un delito de secuestro, desaparición forzada o evento similar” y consideró esta situación no se había demostrado por parte de la solicitante. Así mismo dijo que la FGN pretendía acreditar el trabajo investigativo de un agente de Policía Judicial diferente al que compareció a declarar. Por lo tanto, consideró que no era viable la introducción de la prueba de referencia pedida por el ente investigador.

3.4. El delegado del Ministerio Público expuso que en principio la prueba de referencia era procedente en los casos de evento “similar”, cuando se presentaba un evento de desaparición voluntaria del testigo sin necesidad de que la persona hubiera sido secuestrada o desaparecida forzosamente, según la jurisprudencia de la SP de la CSJ.

Sin embargo consideró que en este caso se presentaron falencias en lo relativo a la búsqueda del testigo Jiménez Arango, quien fue estudiante de derecho y para el año 2007 estaba en segundo año y quien debió haberse graduado aproximadamente en los años 2013 o 2104, por lo cual su información debía estar actualizada en la Universidad Libre o en el CSJ. Además podía aparecer registrado en las bases de datos de empresas de telefonía celular, o ser localizado a través de algunos de sus compañeros, entre ellos uno conocido como “el cantante”. En consecuencia concluyó que la FGN no agotó los medios de búsqueda de Octavio Jiménez Arango, y que quedaba la posibilidad de que la FGN insistiera en la localización de ese declarante.

3.5 El representante de víctimas coadyuvó la petición de la Fiscalía.

4. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DEL RECURSO.

4.1 El A quo no accedió a la a solicitud de la delegada de la FGN. La síntesis de su decisión es la siguiente: 
· La regla prevista en el artículo 438 del C.P.P. se debe aplicar en casos excepcionales, siempre y cuando se acredite que la FGN cumplió con su labor de manera efectiva, al haber agotado todos los mecanismos de búsqueda para dar con el paradero de sus testigos.
· Lo establecido en el literal b) del artículo 438 del C.P.P. también es aplicable cuando no existe un testigo disponible según la jurisprudencia de la SP de la CSJ, siempre y cuando se encuentre completamente acreditada la labor desplegada por la FGN, en el sentido de haber efectuado lo necesario para hallar a sus testigos con el fin de que comparezcan a la audiencia de juicio oral y comprobar que pese a ello no fue posible su localización, deber que resulta más exigente para la FGN que dispone de todos los medios e infraestructura para conocer la ubicación de una persona. 
· Hizo referencia a los eventos en que procede la prueba de referencia ante la indisponibilidad del testigo o su desaparición voluntaria, citando apartes de CS SP del 21 de septiembre de 2011, radicado 36023.
· Si bien es cierto que la FGN adelantó algunas labores cumplidas por los investigadores Wilton García Cardona y Diego Garcia con el mismo propósito, que no arrojaron resultados positivos, las mismas fueron superficiales para dar con el paradero del testigo Jiménez Arango quien era relevante para la teoría del caso del ente acusador, pese a que se trata de una investigación que lleva más de 10 años, lo que indica que el ente acusador tuvo el tiempo suficiente para adelantar su investigación por otros medios que podían haber entregado resultados más eficaces para ubicarlo y que incluso aún puede insistir en su búsqueda para que comparezca al juicio.
Por lo tanto se negó la solicitud de la delegada de la FGN.

4.2 La representante de la FGN interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación. 
5. SOBRE LOS RECURSOS PROPUESTOS 

5.1 Delegada FGN (Recurrente)
· La juez de conocimiento no realizó un análisis de todos los elementos fácticos, jurídicos y probatorios que presentó para sustentar su solicitud y no tuvo en cuenta que el agente Wilton García Cardona, quien fue el investigador inicial del caso se hizo presente en el juicio pese a que se encontraba laborando fuera de esta jurisdicción, con el fin de cumplir con la labor que le fue encomendada e incluso colaboró para que comparecieran otros testigos de los hechos, lo cual también hizo su compañero Diego García.
· La Policía Judicial, el CTI y la SIJIN adelantaron arduas labores, para que asistieran a declarar los testigos que ya se han presentado en el juicio, pese a que algunos de ellos estaban amenazados.
· Se realizaron las indagaciones correspondientes para localizar al señor Jiménez y partiendo del principio de buena fe se debe tener en cuenta el informe realizado respecto a la ubicación de los testigos que han comparecido al juicio, a pesar de que se mostraron reacios a hacerlo. Así mismo en las labores desplegadas para la ubicación del testigo Octavio Jiménez, como la búsqueda en base de datos públicas, se obtuvieron distintos números telefónicos fijos y celulares, donde al intentar comunicarse con él no se logró nada positivo.
· Según lo dispuesto en el artículo 244 del CPP, se requiere de autorización judicial para realizar una búsqueda selectiva en bases de datos diferentes a las públicas. Sin embargo, existe una limitación y es que esa información debe ir referida al imputado o indiciado y no a un testigo, pues se afectaría su derecho a la intimidad. 

· Si bien la FGN cuenta con distintos recursos, no puede violar la Constitución, la ley o el debido proceso accediendo a una información que afecte la intimidad de un potencial testigo, por lo que no es dable que se solicite una búsqueda en base de datos de un declarante. Además esos mecanismos ya fueron agotados para efectos de acceder a la información con el fin de ubicar al testigo Jiménez lo cual no se pudo lograr, fuera de que el tiempo transcurrido dificultaba su hallazgo por lo cual es procedente la admisión de la prueba de referencia solicitada.
· Teniendo en cuenta la declaración del investigador Wilton García y los informes del investigador Diego García, pide que se revoque la decisión de primera instancia y se admita la prueba de referencia solicitada.
5.2. Representante de la víctima (No recurrente)

Manifestó que coadyuvaba la solicitud de la Fiscal, con base en su argumentación.  
5.3. Defensor del señor Gustavo Adolfo Castillo Osorio (no recurrente)
  

· No pretende trasladar responsabilidad alguna al agente presente, toda vez que la Policía Nacional tiene múltiples funcionarios que pueden colaborar y actuar con prontitud para lograr la búsqueda de los testigos, por lo cual se habría podido acudir a otros funcionarios para apoyar la verificación del testigo que no fue localizado. 
· Mientras no se afecte la intimidad de las personas obteniendo el resultado de las conversaciones telefónicas o mensajes de texto de los celulares, era posible solicitar la autorización de un juez con función de control de garantías, para acceder a esas bases de datos, con el fin de identificar el domicilio de la persona referida.
· Insistió que la FGN no realizó todos los actos necesarios para que se pudiese traer a los testigos y por lo tanto solicitó que se confirmara la decisión adoptada.

5.4. Defensor del señor Gustavo Adolfo Palacio Giraldo (No recurrente)
· Se refirió a lo dicho por su antecesor, y adujo que según lo dispuesto en el artículo 244 inciso 1º del C.P.P. que establece que “cuando se trate de simple cotejo de informaciones de acceso público”, la FGN a  ravés de sus investigadores puede acceder a una cantidad de bases de datos que son públicas, por lo cual haciendo uso de ellas se habría logrado la ubicación del testigo sin mayor esfuerzo. Por lo tanto, pide que se confirme la providencia recurrida.
5.2 Delegado del Ministerio Público (No recurrente)

· Consideró que la figura de la prueba de referencia es residual, por lo que se puede acudir a ella una vez se han adelantado todas las posibilidades de ubicación del testigo.

· Insistió que no se agotaron las acciones necesarias para ubicar al señor Jiménez o en la Universidad Libre en donde se tiene la información de todos sus estudiantes graduados, no graduados o estudiantes de posgrado.  
· Igualmente se pudo haber acudido a una fuente pública como el CSJ, donde al expedir las tarjetas profesionales es posible indagar qué dirección tienen las personas que las han reclamado, o acudir a las redes sociales para buscar esa información. Por lo tanto considera que no era admisible la prueba de referencia solicitada.
6. DECISIÓN SOBRE EL RECURSO HORIZONTAL
6.1 La juez de conocimiento manifestó que pese a que la delegada de la FGN había hecho alusión a unos procedimientos y trámites tendientes a ubicar al señor Octavio Andrés Jiménez Arango, no se agotaron los mecanismos de búsqueda suficientes pues existieron falencias notorias ante la gama de posibilidades que habían para ubicar al testigo. Además esa institución tuvo el tiempo suficiente para dar con su paradero o para haber agotado los medios dirigidos a su búsqueda, y así haber establecido la imposibilidad de su comparecencia al juicio, para sustentar la prueba de referencia solicitada, figura a la que no se puede acudir de manera indiscriminada por que se vulneraría el derecho de contradicción de la prueba que tienen los demás sujetos procesales.
6.2 En consecuencia no repuso su decisión y concedió el recurso subsidiario de apelación.
7. CONSIDERACIONES DE LA SALA

7.1. Esta Sala es competente para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto por el artículo 34-1 de la ley 906 de 2004.
7.2. Problema jurídico
Con base en el principio de limitación de la doble instancia, y en atención a la decisión impugnada por la Delegada de la FGN, el problema jurídico a resolver se contrae a determinar el grado de acierto de la determinación del A quo de no admitir como prueba de referencia la entrevista efectuada al señor Octavio Jiménez Arango, con fundamento en que el ente acusador como requirente de la prueba, no adelantó las gestiones suficientes y necesarias para procurar la comparecencia del testigo Jiménez Arango al juicio oral.
7.3 En este caso lo que aparece demostrado con los registros de la audiencia de juicio oral del 1 de septiembre de 2017, es que la delegada de la FGN adujo que se habían adelantado las gestiones investigativas necesarias para localizar al testigo Octavio Jiménez Arango, para lo cual hizo referencia a lo manifestado por el investigador Wilton García Cardona en la misma sesión del juicio y a unos informes policivos sobre esas labores (ver apartados 3.2 y 3.3), sin que este hubiera sido hallado por lo cual pidió que se tuviera como prueba de referencia la entrevista rendida por el citado testigo, lo que fue negado por la juez de conocimiento, quien consideró que la labor investigativa adelantada por la FGN fue insuficiente en aras a localizar al citado ciudadano para que compareciera al juicio, por lo cual no se presentaba la situación de indisponibilidad del citado declarante, entendida bajo los supuestos de “evento similar” que contempla el literal b) del artículo 438 del CPP, según criterios de jurisprudencia. 

7.4 Como se observa, en este caso se suscita una discusión sobre si la FGN cumplió con toda la actividad que debió desplegar en aras de localizar al testigo mencionado, ya que la juez de primer grado finalmente consideró que la delegada del ente acusador no acreditó que se hubiera hecho uso de todos los medios de que disponía esa institución para tratar de asegurar la comparecencia del señor Jiménez al juicio oral, lo que indicaba una función deficiente en lo relativo a la ubicación de ese testigo, por lo cual negó la admisión para el juicio de una prueba de referencia consistente en una entrevista rendida por el citado declarante, decisión que fue controvertida por la recurrente con base en la argumentación referida en el ítem 5.1 de esta providencia.

7.5 En ese orden de ideas, se debe decidir si en el caso sub lite, se presenta la situación de desaparición voluntaria del declarante o falta de localización del mismo, que se ha entendido  dentro de las circunstancias previstas en el literal b)  del artículo 438 del CPP, según CSJ SP 231 del 21 de septiembre de 2011, radicado 36023. 

7.6 Para dar solución al problema jurídico planteado es necesario partir de las siguientes premisas normativas:

7.6.1 Según el artículo 16 del C.P.P. (principio de inmediación): “En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya sido producida o incorporada en forma pública, oral, concentrada y sujeta a confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento”. Como excepción a esta regla el artículo 437 del C.P.P., considera como “prueba de referencia”, las declaraciones rendidas por fuera del juicio oral, que tengan injerencia en los extremos de la conducta punible y de sus consecuencias. Su admisión está prevista en los eventos específicos enunciados en el artículo 438 ibídem, que dispone lo siguiente: 

“…Admisión excepcional de la prueba de referencia. Únicamente es admisible la prueba de referencia cuando el declarante: a)- Manifiesta bajo juramento que ha perdido la memoria sobre los hechos y es corroborada pericialmente dicha afirmación; b)- Es víctima de un delito de secuestro, desaparición forzada o evento similar; c)- Padece de una grave enfermedad que le impide declarar; d)- Ha fallecido. También se aceptará la prueba de referencia cuando las declaraciones se hallen registradas en escritos de pasada memoria o archivos históricos…”

7.6.2 Las causales del artículo 438 del C.P.P. son puntuales, con la excepción del literal b) de esa norma que se refiere a “casos similares” a los de secuestro o desaparición forzada del testigo. Al no existir una interpretación auténtica sobre el alcance de expresión, “casos similares” hay que recurrir a algunos referentes sobre la materia. 

7.6.3 En ese sentido, en una decisión de este Tribunal del 14 de julio de 2006 se examinó el tema de la prueba de referencia excepcional, por indisponibilidad de un testigo que había sido víctima de amenazas. En esa oportunidad se dijo lo siguiente:
“…Nuestro legislador ha admitido la validez probatoria de los testimonios de referencia porque de no ser así no se diría en el artículo 381 que: “La sentencia condenatoria no podrá fundarse exclusivamente en prueba de referencia”. Lo que ocurre, es que esa admisibilidad es restringida, pues se hace sólo por vía de excepción, y una de esas excepciones es la no disponibilidad del declarante directo…”
 
7.6.4 En la jurisprudencia pertinente de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia se ha manifestado que la aplicación del artículo 438, literal b) de la ley 906 de 2004, para el caso del “testigo no disponible” debe cumplir unas exigencias muy estrictas, dado que se trata de una figura excepcional, que por ende no pude convertirse en regla en materia probatoria, ya que se afectarían los principios del sistema acusatorio. En tal virtud se dijo lo siguiente:
“…La segunda (que la indisponibilidad obedezca a casos de fuerza mayor), surge del carácter insuperable de los motivos que justifican las distintas hipótesis relacionadas en la norma, y de su naturaleza eminentemente exceptiva, que impone que la admisión de la prueba de referencia por la vía discrecional se reduzca a verdaderos casos de necesidad, y que la excepción no termine convirtiéndose en regla, ni en un mecanismo que pueda ser utilizado para evitar la confrontación en juicio del testigo directo”…
   

Para precisar más este concepto se citan los apartes relevantes de la jurisprudencia adicional de la misma Corporación, donde se ha expuesto lo siguiente:
(…) 
Lo primero que debe advertirse es que la naturaleza adversarial del sistema, impone a las partes el deber de hacer que sus testigos, ya sea de cargo o de descargo, comparezcan al juicio, sin que dicha obligación pueda ser traslada al funcionario judicial, es a las partes a quienes de primera mano les corresponde garantizar que sus deponentes estén presentes en las audiencias y cumplan con el compromiso consagrado en el artículo 383 de la norma procesal penal, sobre el deber de declarar.
Dicha obligación, no se suple simplemente con suministrar la ubicación exacta con el fin de que la administración de justicia cite a la persona que debe declarar, sino que la parte tiene que desplegar todo tipo de actividades encaminadas a la localización del testigo, cuando ésta se desconoce…”  
“El compromiso de garantizar la presencia de los testigos, se torna más exigente para la Fiscalía por contar con los medios e infraestructura necesaria para conocer la ubicación de una persona, de allí que el juez deba acudir a criterios de razonabilidad con el objeto de determinar las posibilidades con las que cuenta la parte para cumplir con su deber de informar la localización exacta del declarante y si le era viable desplegar algún tipo de actividad para lograr su comparencia, además de la exigibilidad de informarle al juez de conocimiento la necesidad de ordenar la conducción del deponente. 
En tal medida, si se pretende incorporar al juicio un medio de convicción de referencia, por presentarse como “evento similar” a los previstos en el literal b) del artículo 438 como la desaparición voluntaria del declarante o su falta de localización, tendrá que valorar el juez de conocimiento los aspectos antes reseñados, con el fin de que la admisibilidad de declaraciones vertidas fuera del juicio, no se convierta en la excusa para que se tengan como prueba de referencia aquellas en las que el testigo se niega a comparecer o simplemente se desconoce su paradero, sin que se advierta el mayor esfuerzo de la parte que pretende aportar el testimonio para la consecución de los datos de ubicación del deponente, o el despliegue de actividades para garantizar su asistencia al proceso, y una vez  se haya agotado el trámite para la conducción del testigo.”
 

7.7 SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO:

7.1 Sobre el tema en estudio, esta Corporación considera que si bien es cierto la delegada de la FGN hizo referencia a la realización de unas actividades dirigidas a ubicar al testigo Octavio Jiménez Arango, lo que resulta evidente es que la labor de los investigadores fue insuficiente para procurar su localización, ya que solo se acreditaron las labores que hizo en ese sentido el investigador Wilton Hernando García Cardona según su declaración en el juicio.
Adicionalmente se anexó el formato de investigador de campo FPJ-11 del 29 de agosto de 2017, firmado por el investigador Diego Ricardo García Muñoz
 donde se expone que el día anterior se llevó una citación al testigo Octavio Andrés Jiménez Arango a la Calle 2 E No 11-60 torre C apto. 501 del Conjunto Lombardía de Pereira, según la dirección que aparecía en una base de datos, siendo informados por uno de los guardas del lugar que hacía un año que el señor Jiménez no residía en esa unidad y que desconocía su paradero. En el mismo documento se menciona que se hicieron llamadas a cuatro abonados (sin indicarse la fuente de esa información), con resultados negativos para la localización de esa persona.
7.2 Ahora bien, al examinar el escrito de acusación presentado el 20 de mayo de 2012, se observa que la FGN había solicitado como prueba el testimonio de Octavio Andrés Jiménez Obando
, prueba que fue decretada en la audiencia preparatoria que se cumplió el 21 de febrero de 2014
, por lo cual era de esperarse que la FGN adelantara la labor investigativa correspondiente en aras de procurar la ubicación de ese testigo, de quien se tenía información en el sentido de que había estudiado en la Universidad Libre y era factible que ya hubiera obtenido su título profesional, según lo mencionado en la sesión del juicio del 1º de septiembre de 2017. 
7.3 Por lo tanto se echan de menos la realización de indagaciones en ese centro de estudios o en el entorno profesional de esta ciudad sobre la actual ubicación de ese testigo, u otras pesquisas como búsquedas en bases de datos del sistema de seguridad social, en la comunidad de letrados o en el registro profesional de abogados, u otras actividades que llevaran a la juez de primer grado al convencimiento de que la FGN a través de los organismos de policía judicial adelantó las pesquisas necesarias para comprobar la desaparición voluntaria del declarante en mención o su indisponibilidad por falta de localización, por lo cual la asistió razón a la juez de primer nivel para denegar la introducción al juicio de la entrevista rendida por este deponente, como prueba de referencia, ya que en su caso no se reunían los requisitos del citado literal b) del artículo 438 del CPP, por lo cual no quedó demostrado un estado de insuperabilidad razonable relacionado con la falta de localización del citado testigo para que asistiera al juicio, lo que resulta conforme con el precedente de la CSJ del 21 de septiembre de 2011, radicado 36023 citado con antelación. 
7.4 Las anteriores consideraciones conducen a esta Colegiatura a confirmar la decisión de primer grado, de no admitir como prueba de referencia la entrevista rendida por el señor Octavio Jiménez Arango, como acertadamente lo dispuso la A quo.
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión del 1º de septiembre de 2017 de la Juez 3ª Penal del Circuito de Pereira en lo relativo a la determinación de no admitir como prueba de referencia la entrevista rendida por el señor Octavio Jiménez Arango, en lo que fue objeto de impugnación.  
SEGUNDO: La presente determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Folios 1-5 cuaderno No. 1 


� A partir de H.00.54. 58 


� Audio a partir de H: 01.33.23 al H: 01.35.14  del 1º de septiembre de 2017


�  Decisión del 14 de julio de 2006 M.P. Dr.  Jorge Arturo Castaño Duque.
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